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  Resumen de las comunicaciones de las partes interesadas 
sobre Colombia* 

  Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos 

 I. Antecedentes 

1. El presente informe se ha preparado de conformidad con las resoluciones del Consejo 

de Derechos Humanos 5/1 y 16/21, teniendo en cuenta la periodicidad del examen periódico 

universal y los resultados del examen anterior1. Constituye un resumen de las comunicaciones 

de 33 partes interesadas2 para el examen periódico universal, presentadas de forma resumida 

debido a las restricciones relativas al número de palabras. Se incluye una sección separada 

para las contribuciones de la institución nacional de derechos humanos acreditada en plena 

conformidad con los Principios de París. 

 II. Información proporcionada por la institución nacional 
de derechos humanos acreditada en plena conformidad 
con los Principios de París 

2. La Defensoría del Pueblo de Colombia (DdPC) se refirió a informes de seguimientos 

de los Acuerdos de Paz, donde se constataron retrasos vinculados con la incorporación de la 

población excombatiente y la implementación de proyectos productivos, problemas con los 

planes de reparación, problemas con el acceso a la tierra, o la ausencia de garantías para las 

personas defensoras de derechos humanos, entre otros3. 

3. La DdPC le recomendó a la Agencia Nacional de Tierras y a la Agencia para la 

Reincorporación y Normalización, que diseñara un programa de acceso a tierras para 

firmantes de la paz4. 

4. La DdPC consideró que la discriminación en razón a la raza o a la etnia, debía contar 

con una política pública que abordase los ámbitos en donde persistía la discriminación5. 

5. La DdPC informó, que, en cuanto a las personas privadas de libertad, le había 

recomendado a las autoridades que diseñaran una política criminal integral, la utilización de 

medidas sustitutivas de prisión, programas de justicia restaurativa, de resocialización y 

reinserción social, así como una serie de medidas relacionadas con la atención de la salud, 

entre otras6. 

  

 * La versión original del presente documento no fue objeto de revisión editorial oficial. 
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6. La DdPC observó que Colombia no contaba con suficientes acuerdos interestatales 

para combatir la trata de personas y que debía fortalecer las medidas de prevención7. 

7.  La DdPC afirmó que existía un subregistro de los diferentes tipos de violencia contra 

personas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas8. 

8. La DdPC advirtió acerca de los riesgos que enfrentaban las personas defensoras de 

derechos humanos y los lideres sociales9. 

9. La DdPC evidenció acerca de la falta de disponibilidad de talento humano, 

especialmente en los territorios, lo que impedía el acceso efectivo a los servicios de salud10. 

10. La DdPC le recomendó a Colombia que fortaleciera la difusión y capacitación sobre 

la Directiva 001 de 2017 para la persecución penal de la violencia intrafamiliar, así como el 

abordaje de los feminicidios y del crimen de trata de personas con fines de explotación 

sexual11. 

11. La DdPC indicó que, si bien la consulta previa a los pueblos indígenas estaba 

garantizada por el Estado, todavía afrontaba desafíos y observó la ausencia de información 

histórica de las mismas12. 

12. La DdPC reiteró la necesidad de contar con planes de contingencia actualizados y 

operativos que permitieran actuar inmediatamente en contextos de movilidad humana13. 

 III. Información proporcionada por otras partes interesadas 

 A. Alcance de las obligaciones internacionales14 y cooperación con los 

mecanismos de derechos humanos 

13. DdPC, IHRC-OU y la comunicación conjunta 20 (JS20) le recomendaron a Colombia 

que ratificara el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o 

Penas Crueles o Degradantes15; DdPC y la comunicación conjunta 7 (JS7) el Protocolo 

Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un procedimiento de 

comunicaciones16. Raza&Igualdad le recomendó ratificar la Convención Interamericana 

contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia y la 

Convención Interamericana contra toda Forma de Discriminación e Intolerancia17. 

14. IHRC-OU recomendó que Colombia ratificara la Convención de la UNESCO relativa 

a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza de 196018; ICAN 

recomendó que Colombia ratificara con carácter de urgencia internacional el Tratado sobre 

la Prohibición de las Armas Nucleares19. 

15. La comunicación conjunta 2 (20. La comunicación conjunta 13 (JS13) recomendó que 

Colombia diera prioridad a las visitas oficiales de los relatores especiales sobre los derechos 

a la libertad de reunión pacífica y de asociación; sobre la situación de los defensores de los 

derechos humanos, sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de 

expresión; sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias; el derecho a la 

privacidad; y al Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria21. IHRC-OU añadió al 

Relator Especial sobre el derecho a la educación22. 

 B. Marco nacional de derechos humanos 

  Infraestructura institucional y medidas de política 

16. La comunicación conjunta 1 (JS1) se refirió a la implementación del Acuerdo Final 

de Paz (AFP) de 2016 indicando que el gobierno anterior solo había implementado el 30 % 

de las disposiciones; que el 19 % de las recomendaciones estaban en fase intermedia y que 

el 37 % de las disposiciones estaban en una fase de implementación mínima. Agregó que 

había una actitud más favorable con el actual Gobierno para la implementación efectiva23. 

Por su parte, la JS2 informó sobre retrasos y sobre posibles actos de corrupción en la 

implementación de todos los puntos del AFP24. La comunicación conjunta 5 (JS5) informó 
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acerca de los problemas de ejecución presupuestaria asignada para la inversión social para la 

paz25. La JS1, la JS5 y la comunicación conjunta 16 (JS16) aseveraron que la Reforma Rural 

Integral era la que menos había avanzado en su implementación26. La JS16 le recomendó a 

Colombia que priorizara la forma rural integral estipulada en el AFP, con una real y efectiva 

ampliación del acceso a la tierra27. La JS1 reportó que la Participación Política incluida en el 

AFP había tenido algunos avances, pero que había retrasos en el Sistema Integral de Garantía 

de Seguridad para el ejercicio de la política28. Sobre la reincorporación de los ex miembros 

de FARC-EP se habían conocido avances, pero faltaba impulsar el Sistema Nacional de 

Reincorporación29. 

17. La JS2 y la comunicación conjunta 14 (JS14) afirmaron que no se había avanzado en 

el capítulo étnico del AFP30. La JS14 le recomendó a Colombia que creara un plan de 

aceleración para la implementación integral del capítulo étnico, con medidas específicas para 

las mujeres31. La JS14 resaltó la importancia del enfoque de género transversalizado en el 

AFP, pero observó que la implementación era todavía insuficiente32. La JS2 también se refirió 

al cumplimiento limitado de los objetivos de las estrategias y programas para mujeres del 

AFP, y que el 80 % de las medidas referidas a personas LGBTIQ+ no habían sido 

implementadas33. La JS14 le recomendó a Colombia que incluyera indicadores de género y 

étnicos en todas las medidas del Plan Marco de Implementación del Acuerdo Final34. 

 C. Promoción y protección de los derechos humanos 

 1. Cumplimiento de las obligaciones internacionales en materia de derechos 

humanos, teniendo en cuenta el derecho internacional humanitario aplicable 

  Igualdad y no discriminación 

18. Raza&Igualdad resaltó positivamente el reciente anuncio de la voluntad 

gubernamental para ratificar las convenciones interamericana contra el racismo y la 

discriminación, y señaló la reciente creación del Ministerio de la Igualdad a través de la Ley 

núm. 2281 de 2023, con el mandato de garantizar el derecho a la no discriminación y el 

derecho a la igualdad35. Raza&Igualdad le recomendó a Colombia que estableciera procesos 

de formación transversal en enfoque étnico-racial desde una perspectiva intersectorial a 

personas funcionarias públicas36. 

  Derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la persona, y a no ser torturado 

19. La JS1, la JS2 y la JS13 indicaron que el derecho a la vida se seguía vulnerando, 

incluidos casos de presuntas ejecuciones extrajudiciales37. 

20. Varias comunicaciones informaron que, a pesar de los Acuerdos de Paz, persistía un 

nivel alto de violencia en el país, con particular énfasis en lugares alejados y zonas rurales, 

debido al accionar de grupos o actores armados ilegales y organizaciones criminales, la débil 

presencia de las instituciones estatales y la falta de oportunidades económicas38. Esta 

violencia había afectado diferencialmente a pueblos indígenas y afrodescendientes39, a lideres 

religiosos40, a sindicalistas41, a personas LGBTIQ+42, entre otras. AEDH y la JS16 destacaron 

la importancia de la política de “Paz Total” hacia una seguridad humana, promovida por el 

nuevo Gobierno del Presidente Petro43. 

21. Varias comunicaciones se refirieron al uso excesivo de la fuerza y otras violaciones 

cometidos por la policía en el contexto de protestas sociales como las de 2019 o el Paro 

Nacional de 202144. AI recomendó a Colombia que reformara la Policía Nacional mediante 

un proceso transparente y participativo que incluyera medidas para desmilitarizar la 

institución; medidas para evitar el uso ilegal de la fuerza; y mecanismos eficaces de 

supervisión y control independiente, entre otros45. La JS13 recomendó que Colombia 

adoptara una ley estatutaria sobre la vigilancia de las protestas sociales para regular 

adecuadamente y garantizar plenamente el derecho a la libertad de reunión pacífica; y que 

reformara los protocolos sobre el uso de la fuerza y de las armas de fuego en el contexto de 

las protestas de acuerdo con las normas de derechos humanos46. 
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22. AI, la JS1 y la JS2 se refirieron a la persistencia de la tortura por parte del Estado, 

grupos paramilitares y guerrillas47. AI y la comunicación conjunta 8 (JS8) informaron sobre 

casos de detenciones arbitrarias48. En tanto que la JS2 aseveró que las desapariciones forzadas 

habían aumentado49. IACHR y JSI destacaron positivamente la actuación de la Unidad de 

Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas (UBPD)50. 

23. IACHR, la comunicación conjunta 9 (JS9) y la JS2 manifestaron preocupación por la 

sobrepoblación de privados de libertad en Centros de Detención Transitoria y 

Establecimientos de Reclusión de Orden Nacional, así como los problemas relativos a la 

atención médica, el agua potable, la infraestructura y la precaria alimentación51. La falta de 

enfoque diferencial para mujeres, mujeres LGBTI, indígenas y con discapacidad, así como 

la falta de enfoque de género para la reinserción social también fueron reportadas52. La JS9 

reconoció como un importante avance la Ley núm. 2292 (2023) sobre penas alternativas53. 

  Derecho internacional humanitario 

24. La JS1 informó que la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia 

y la No Repetición (CEV) había identificado que la falta de tipificación en el derecho interno 

de los crímenes de guerra y de lesa humanidad impedía una efectiva prosecución penal de las 

violaciones graves a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario54. 

  Administración de justicia, incluida la lucha contra la impunidad, y estado 

de derecho 

25. La JS1 informó que seguían existiendo problemas estructurales con el sistema de 

justicia debido a las injerencias estatales por violaciones de derechos humanos y la falta de 

imparcialidad de los jueces55. La JS8 alertó sobre la falta de acceso a la justicia de las 

trabajadoras sexuales56. 

26. AI, la JS1, la JS2 y la comunicación conjunta 10 (JS10) estaban preocupados por el 

todavía alto índice de impunidad debido a que las investigaciones de violaciones de derecho 

humanos no habían sido adecuadas, ni efectivas57. La JS2 indicó la impunidad sobre delitos 

cometidos durante las protestas, incluida la justicia militar58. La JS10 se refirió al alto índice 

de impunidad para investigar delitos relacionados con la orientación sexual, expresión e 

identidad de género59. 

27. La JS1 indicó que el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición 

debía ser implementado en su totalidad y que necesitaba del apoyo y del reconocimiento de 

la comunidad internacional60. La JS1 y la JS2 informaron acerca del informe final de la 

Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición (CEV) y 

la necesidad de su seguimiento61. La comunicación conjunta 6 (JS6), la comunicación 

conjunta 7 (JS7) and la JS10 se refirieron y los desafíos y avances de la Jurisdicción Especial 

para la Paz (JEP) en relación con violencias sexuales, la niñez y la adolescencia y para las 

personas LGBTIQ+62. La JS7 le recomendó a Colombia que la Jurisdicción Especial para la 

Paz haga prevalecer un análisis integral que transversalice en enfoque etario, sin perder de 

vista una mirada intersectorial63. 

  Libertades fundamentales y derecho a participar en la vida pública y política 

28. La JS13 señaló varios obstáculos para el ejercicio de la libertad de expresión, la 

libertad de asociación y la libertad de reunión pacífica. La JS13 recomendó que Colombia 

reformara el Código Penal para eliminar las disposiciones sobre difamación con el fin de 

adaptarlo a las mejores prácticas y a las normas internacionales64. 

29. CPTI y la JS16 se refirieron a los obstáculos para ejercer el derecho a la objeción de 

conciencia frente al servicio militar, a pesar del fallo de la Corte Constitucional de Colombia. 

Indicaron que persistían problemas con la falta de imparcialidad del procedimiento y la 

conformación de la Comisión Interdisciplinaria y diversos obstáculos para aquellas personas 

que lo solicitaban por razones religiosas, éticas o filosóficas. La propuesta del “Servicio 

Social para la Paz” fue reconocida65. CPTI recomendó que Colombia acelerara las propuestas 

para abolir el servicio militar obligatorio; modificara la composición de la Comisión 

Interdisciplinaria; y garantizara que todo reclutamiento militar se realizase a través de los 

canales adecuados66. 
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30. Varias comunicaciones informaron acerca de la persistente violencia contra personas 

defensoras de derechos humanos, quienes eran víctimas de asesinatos, atentados, amenazas 

e intimidaciones67. Las comunicaciones hicieron particular referencia a los ataques contra 

defensoras de derechos humanos68; activistas medioambientales y pueblos indígenas69; jueces 

y abogados70; defensores de afrodescendientes71; defensores de población LGBTIQ+72; o 

periodistas73 entre otros. AI y la JS1 indicaron que el Programa Somos Defensores de la 

Fiscalía General de la Nación tenían algunos progresos, pero todavía persistía la impunidad 

en las investigaciones74. La JS13 recomendó a Colombia que proporcionara a los miembros 

de la sociedad civil, a los defensores de los derechos humanos y a los periodistas un entorno 

seguro para llevar a cabo su trabajo; realizara investigaciones imparciales, exhaustivas y 

efectivas de todos los casos de agresión, acoso e intimidación contra ellos y llevase a los 

autores ante la justicia75. 

31. AI, Raza&Igualdad, la JS1 y la JS13 reportaron específicamente sobre la Unidad 

Nacional de Protección (UNP) que implementaba las medidas de protección para las personas 

defensoras de derechos humanos. Informaron acerca de los obstáculos en su operatividad 

para la ejecución de las medidas de protección, que había fallas para las medidas colectivas 

y faltaban enfoques diferenciales76. AI recomendó a Colombia que aplicara medidas efectivas 

de protección colectiva e integral; desarrollara, mediante un procedimiento participativo y 

transparente, una política integral, vinculante y coordinada para la protección de los 

defensores de los derechos humanos, que incluyera perspectivas de género y étnicas77. 

32. La JS14 informó que se había constatado incremento en el acceso de las mujeres a 

cargos públicos con poder de decisión en las elecciones parlamentarias de 2022, pero que 

ello no significaba el logro de la paridad ni la garantía del derecho de las mujeres a participar 

en igualdad de condiciones y libres de violencias78. 

  Derecho a la vida privada 

33. L4L, la JS1, la JS13 y la comunicación conjunta 15 (JS15) se refirieron a las 

operaciones de vigilancia e inteligencia indiscriminada a través de herramientas de 

inteligencia en fuentes abiertas por parte del Ejército de Colombia y otras instituciones 

gubernamentales, que no cumplían con las condiciones de legalidad, necesidad y 

proporcionalidad. Estas actividades habían afectado a periodistas, políticos, defensores de 

derecho humanos, abogados, entre otros79. La JS15 le recomendó a Colombia que revisara el 

marco jurídico que rige la vigilancia en Colombia, especialmente la Ley de Inteligencia y el 

Código de Policía, a fin de que cualquier injerencia al derecho a la intimidad fuese necesaria 

y estrictamente proporcional al objetivo perseguido80. 

  Prohibición de todas las formas de la esclavitud, incluida la trata de personas 

34. La JS14 informó acerca de la trata en Colombia y su relación con las consecuencias 

del conflicto armado y el accionar de grupos armados irregulares que utilizaban mujeres para 

explotación sexual, así como para la venta y transporte de narcóticos, minería o servidumbre 

doméstica81. ECLJ, la comunicación conjunta 4 (JS4) y la JS14 informaron acerca de la 

extrema vulnerabilidad en la que se encontraban principalmente mujeres refugiadas o 

migrantes venezolanos que habían llegado a Colombia, las que eran explotadas sexualmente 

bajo promesas de trabajo y alojamiento, y en ocasiones para proporcionar servicios sexuales 

a grupos armados irregulares. Informaron además que había un subregistro de víctimas82. La 

JS14 le recomendó a Colombia que incorporara criterios concretos y uniformes para la 

atención en la Estrategia Nacional de Trata de Personas, con un enfoque centrado en las 

víctimas83. La JS4 le recomendó a Colombia que desarrollara rutas seguras de denuncia y 

protección de las víctimas de trata que evitasen la criminalización y revictimización84. 

  Derecho a trabajar y a condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias 

35. La JS5 se refirió al predominio de la empleabilidad en el sector informal, lo que se 

asociaba con el aumento en la vulnerabilidad laboral85. La JS2 afirmó que las mujeres seguían 

sin tener un acceso igualitario al mercado laboral, y que aquellas que trabajaban en sectores 

altamente feminizados, sufrían de precarización laboral desproporcionada, lo que se había 

profundizado bajo la emergencia sanitaria86. AEDH le recomendó a Colombia que 
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garantizara la igualdad de oportunidades para hombres y mujeres en el acceso al mercado 

laboral87. 

36. La JS8 reportó acerca de la falta de reconocimiento del trabajo sexual como un trabajo 

a la falta de regulación de las condiciones de trabajo88. La JS8 le recomendó a Colombia que 

adoptara todas las medidas necesarias, incluidas leyes y políticas para regular el trabajo 

sexual89. 

  Derecho a la seguridad social 

37. En 2022, IACHR informó que Colombia había anunciado el lanzamiento de una 

pensión no contributiva para personas mayores y que el proceso legislativo debía ser 

impulsado por el Poder Ejecutivo90. 

  Derecho a un nivel de vida adecuado 

38. La JS2 informó que entre 2017 y 2022 se había agudizado la pobreza y la desigualdad, 

afectando mayormente a mujeres y jóvenes91. La JS5 le recomendó a Colombia que 

promoviera la inversión social y publica necesaria para el mejoramiento de la calidad de 

vida92. 

39. La JS1 y la JS2 reportaron acerca de graves violaciones del derecho a la alimentación 

y nutrición adecuados y que el hambre había sido un detonante de la protesta social de 202193. 

La JS3 informó acerca de los riesgos a la seguridad alimentaria de las comunidades 

indígenas94. La comunicación conjunta 12 (JS12) se refirió a la necesidad de construir un 

enfoque diferencial étnico para la agricultura tradicional, el procesamiento de la alimentación 

y la conservación de semillas95. 

40. La JS5 alertó acerca de la precariedad de la vivienda96. La JS12 observó que la política 

sobre vivienda rural todavía carecía de un enfoque diferencial97. 

41. La JS2 afirmó que el 94 % de la población contaba con acceso a agua potable, pero 

que esta no era permanente ni de calidad y alertó sobre los riesgos del acaparamiento de los 

recursos hídricos, la minería a gran escala y la privatización del agua98. La JS1 agregó que 

las propias autoridades habían reconocido públicamente el problema con el acceso al agua 

potable99. JAI recomendó que Colombia aumentara las infraestructuras hídricas para hacer 

frente a la creciente inseguridad y a la escasez100. 

  Derecho a la salud 

42. IACHR, la JS6, la comunicación conjunta 10 (JS10) y la JS14 resaltaron como 

positivo la sentencia C-055 (2022) de la Corte Constitucional de Colombia que despenalizó 

la interrupción voluntaria del embarazo hasta la semana 24 de gestación101. La JS6 afirmó 

que aunque se habían presentado avances como la Resolución 051 de 2023 del Ministerio de 

Salud y Protección Social respecto a estándares de atención, todavía se presentaban barreras 

para la implementación de la sentencia C-055 a nivel nacional debido al desconocimiento del 

marco legal; la interpretación restrictiva del mismo; y otras fallas a la prestación del servicio 

de salud102. ECLJ cuestionó en contra de la sentencia C055103. La JS6 le recomendó a 

Colombia que garantizara que todo el personal de salud del país con acceso a servicios de 

urgencia y ginecobstetricia conozca y aplique la sentencia C-055 de 2022104. La JS14 le 

recomendó a Colombia que eliminara el delito de aborto del Código Penal105. 

43. La JS7 informó sobre los problemas derivados del fenómeno del embarazo 

adolescente106. Por su parte, la comunicación conjunta 3 (JS3) y la JS7 informaron sobre los 

problemas de salud mental que afectaban a las mujeres indígenas, así como a los jóvenes en 

relación con los suicidios107. 

44. La JS10 y la comunicación conjunta 18 (JS18) informaron acerca de los problemas de 

acceso y atención a la salud que afectaba mayormente a las personas trans108. La JS4 reportó 

acerca de la relación de la falta de documentos y la regularización migratoria y el acceso al 

derecho a la salud109. 



A/HRC/WG.6/44/COL/3 

GE.23-16161 7 

  Derecho a la educación 

45. BCH informó sobre los bajos rendimientos escolares, la escasa asistencia a la escuela 

y las desigualdades sociales en términos de acceso y oportunidades en las zonas rurales110. 

La JS2 afirmó que no se habían cumplido las recomendaciones anteriores para incrementar 

el ingreso a la educación primaria111. BCH recomendó que Colombia reforzara el acceso a la 

educación y supervisara los progresos para garantizar el acceso a la educación y el 

aprendizaje112. La JS5 aseveró que se carecía de educación en derechos humanos113. La JS7 

le recomendó a Colombia que fortaleciera la educación rural en cuanto a su acceso y calidad 

a fin de eliminar las brechas existentes114. 

46. AEDH, IHRC-OU, la JS2, la JS5 y la JS7 se refirieron a la deserción escolar, así como 

el impacto negativo que había tenido la pandemia de COVID-19 en la misma115. JS5 indicó 

que la educación virtual había quedado instalada, en alternancia con la presencial, pero que 

había limitaciones con el acceso a Internet116. La JS5 le recomendó a Colombia que propiciara 

garantías de derechos tecnológicos para el acceso al modelo de educación hibrida117. 

47. BCH señaló que alrededor de 260.000 migrantes venezolanos seguían sin escolarizar, 

a pesar de los enormes esfuerzos realizados por el Gobierno de Colombia118. La 

comunicación conjunta 17 (JS17) reportó acerca de los problemas de acceso a la educación 

universitaria que afectaba a los migrantes venezolanos119. 

48. La JS17 informó acerca de los desafíos del marco normativo en materia de libertad 

académica y autonomía universitaria120. La JS17 alertó acerca de los desafíos que enfrentaba 

la libertad académica, vinculada a la libertad de pensamiento, culto y religión121. La JS10 le 

recomendó a Colombia que incluyera formación y sensibilización sobre enfoques 

diferenciales de género y diversidad sexual en los currículos de educación superior122. 

  Derechos culturales 

49. JAI señaló que las amenazas a la biodiversidad implicaban a una serie de derechos 

humanos, incluido el derecho a la cultura, y alentó a Colombia a considerar las consecuencias 

de la pérdida de biodiversidad para los derechos humanos, aplicando un enfoque basado en 

los derechos humanos123. 

  Desarrollo, medio ambiente y las empresas y los derechos humanos 

50. JAI señaló que la amplia diversidad ecológica de Colombia estaba amenazada por las 

actividades humanas y las fuentes relacionadas con el clima, y que el cambio climático 

causaba el deshielo de los glaciares, lo que provocaba inundaciones, corrimientos de tierras, 

estrés hídrico, contaminación del agua y una amplia degradación del medio ambiente124. JAI 

reconoció que Colombia había promulgado una ambiciosa Ley de Acción Climática en 2021 

para lograr la neutralidad del carbono y la resiliencia climática, y señaló que el nuevo 

Gobierno había prometido continuar la transformación climática125. JAI recomendó que 

Colombia siguiera avanzando en la transición hacia energías limpias, alejándose de los 

combustibles fósiles, y que aumentara las infraestructuras hídricas126. La JS2 informó que las 

autoridades ambientales habían omitido principios internacionales de protección ambiental, 

lo que ocasionaba conflictos socioambientales127. 

51. La JS1 se refirió a la necesidad de regular las operaciones de las empresas con un 

marco legal que impusiera la obligación de debida diligencia128. La JS3 le recomendó a 

Colombia que derogara las licencias ambientales concedidas de exploración y explotación a 

sectores privados en territorios ancestrales e indígenas129. 

 2. Derechos de personas o grupos específicos 

  Mujeres 

52. La JS3 se refirió a la doble discriminación que sufrían las mujeres indígenas, tanto 

por su sexo como por su etnia130. La JS5 le recomendó a Colombia que adoptara toda medida 

política e institucional para aplicar las leyes que fomentaran la igualdad de género131. 
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53. Varias comunicaciones informaron que persistían los feminicidios y distintos tipos de 

violencia que continuaban afectando a mujeres, niñas y adolescentes, tales como la violencia 

intrafamiliar y la violencia sexual; en muchos casos originadas por sus parejas o exparejas, 

así como violencia derivada del accionar de grupos armados ilegales en varias regiones del 

país132. AHR recomendó que Colombia intensificara sus esfuerzos para prevenir y abordar 

los feminicidios y adoptara todas las medidas necesarias para ofrecer justicia a las víctimas133. 

AHR señaló la necesidad de prevenir y proteger a las mujeres de la violencia y de posibles 

feminicidios y de proporcionar más recursos a las Comisarías de Familia134. 

54. JS6 reportó acerca de la violencia reproductiva y sexual en el marco del conflicto 

armado y sobre la afectación de los derechos reproductivos por el herbicida Glifosato 

aplicado en el Programa de Erradicación de Cultivos Ilícitos135. La JS6 le recomendó a 

Colombia que le diera apoyo y recursos necesarios a la Jurisdicción Especial para la Paz para 

la investigación de estos delitos; y que adoptara medidas para investigar y para reparar las 

violaciones derivadas de la utilización de los herbicidas136. Por su parte, la JS15 alertó sobre 

la violencia digital en Internet y las redes sociales contra mujeres, y en particular mujeres 

periodistas y comunicadoras sociales137. La JS15 le recomendó a Colombia que adoptara 

medidas legislativas para abordar la violencia de género que es facilitada por Internet o las 

tecnologías, con un marco institucional sólido138. AI se refirió concretamente a la violencia 

de género contra las mujeres que llegaban de un país fronterizo en el contexto de una 

migración masiva139. 

  Niños 

55. La JS7 reconoció avances legislativos con las recientes Leyes núms. 2205 (2022) y 

2137 (2021) para investigar casos de violencia contra la niñez y un sistema de alerta de 

prevención de la violencia140. Por su parte, la JS5 y la JS7 informaron sobre los distintos tipos 

de violencia que afectaba a la niñez, tales como el maltrato físico y moral, el abuso sexual, o 

la mendicidad141. 

56. AEDH aplaudió las medidas para impedir el reclutamiento y la utilización de menores 

por grupos armados, pero indicó que seguía siendo un problema en Buenaventura142. 

57. La comunicación conjunta 19 (JS19) informó acerca de los problemas de la niñez que 

vive en barrios de invasión en Medellín, donde la pobreza incidía en la falta del derecho al 

esparcimiento en un entorno seguro y en carencia de protección para impedir el uso y tráfico 

de drogas143. 

58. La JS5 aseveró que el trabajo infantil seguía siendo una situación no superada144. 

59. La JS4 reportó acerca de los problemas con los documentos de identidad de la 

población colombiana retornada, y acerca de los niños, niñas y adolescentes no 

acompañados145. La JS4 le recomendó a Colombia que diseñara mecanismos de 

identificación de niños, niñas y adolescentes en riesgo, especialmente en las zonas 

fronterizas146. 

  Personas de edad 

60. En 2022, IACHR informó que Colombia se había adherido a la Convención 

Interamericana sobre la Protección de los Derechos de las Personas Mayores y que había 

socializado su política de Envejecimiento y Vejez147. IACHR valoró positivamente que la 

Ley “Paz Total” tenía como alternativa al servicio militar, el cuidado de personas mayores 

en el marco de denominado servicio militar para la paz148. 

  Personas con discapacidad 

61. En 2022, IACHR observó que persistían vulneraciones estructurales de los derechos 

de las personas con discapacidad, especialmente en lo relativo al acceso a la educación, a la 

educación media y al acceso al mercado de trabajo. Agregó que las personas con discapacidad 

que participaban en el mercado de trabajo percibían ingresos de un 18 % menos que los 

hogares con personas sin discapacidad. IACHR exhortó a Colombia a redoblar esfuerzos para 

garantizarles el acceso a la educación y al trabajo digno, junto con políticas de enfoque de 

género149. 
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62. La JS2 reconoció avances legales, pero advirtió sobre diversos obstáculos para su 

garantía efectiva150. La JS2 indicó que la Ley Antidiscriminación no contemplaba de 

denegación de ajustes razonables como una forma de discriminación y no se habían generado 

acciones concretas para garantizar el acceso a los ajustes razonables151. 

  Pueblos indígenas y minorías 

63. En 2022, IACHR se refirió a las violaciones que afectaban al pueblo Wayuu en cuanto 

al agua, alimentación, medio ambiente, salud, la falta de consulta previa y los fallecimientos 

de niños por desnutrición crónica entre otras152. IHRC-OU añadió que el pueblo Wayuu tenía 

problemas en relación con el agua y el saneamiento, dada la degradación de los acuíferos a 

lo largo del río Ranchería por las violaciones generadas por las empresas mineras153. 

IHRC-OU recomendó que Colombia creara un mecanismo eficaz que garantizase el acceso 

permanente al agua potable salubre154. 

64. La JS12 y la JS3 se refirieron a las múltiples formas de violencia que afectaban a los 

pueblos indígenas155. La JS3 informó que la acción de grupos armados como las 

Autodefensas Gaitanistas de Colombia, amenazaba con la extinción física y cultural de los 

pueblos indígenas156. La JS3 le recomendó a Colombia que iniciara, continuara y agilizara 

los procesos de deslinde y regularización de la propiedad de la tierra de las comunidades 

indígenas157. 

65. La JS1 reportó acerca de falta de implementación efectiva de la consulta previa en 

casos de megaproyectos extractivos158. La JS2 y la JS3 informaron acerca de las violaciones 

a la cosmovisión, plurinacionalidad, y de usos y costumbres de los pueblos indígenas159. 

66. La JS2 indicó que, a pesar de la expedición de normas, los afrodescendientes estaban 

mayormente afectados por la pobreza, lo que también fue observado por IACHR y 

IHRC-OU160. Raza&Igualdad aseveró que las personas afrodescendientes seguían siendo 

víctimas de prácticas asociadas al racismo estructural e institucional y la discriminación 

racial. Identificó brechas socioeconómicas, el restringido acceso a espacios de tomas de 

decisión en el país, así como practicas asociadas a la estigmatización, perfilamiento racial y 

discriminación en su contra161. IHRC-OU recomendó que Colombia siguiera incluyendo a la 

población local afrodescendiente y a los pueblos indígenas en las decisiones y en los órganos 

de toma de decisiones que abordaban la pobreza, la discriminación y los derechos sobre la 

tierra162. 

  Personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales 

67. IACHR, la JS1, la JS2, la JS4 y la JS10 informaron acerca del aumento exponencial 

de acciones de violencia en contra de personas LGBTI y acerca de los altos grados de 

impunidad en cuanto a las investigaciones163. La JS10 resaltó como positivo la adopción de 

guías de investigación de violencia por parte de la Fiscalía General de la Nación164. La JS4 

le recomendó a Colombia que desarrollara campañas para facilitar la denuncia de ataques 

contra ellos165. 

68. La JS10 observó como un avance la Política Pública Nacional LGBTI y la creación 

de la Gerencia de Diversidad Sexual y Derechos LGBTI en la Vicepresidencia de la 

Republica166. Por su parte, la JS2 informó acerca de los problemas de implementación de la 

política y acerca de la necesidad de fortalecer los planes de acción167. La JS10 y la JS18 

solicitaron que se realizasen estadísticas oficiales que reflejasen el acceso a derechos de las 

personas Trans168. 

69. La JS10 indicó que faltaban campañas estatales para combatir los prejuicios y 

estereotipos en contra de las personas LGBTI169. En ese sentido, la JS10 recomendó a 

Colombia la realización de campañas para combatir estereotipos y prejuicios en las entidades 

del Estado como en los centros educativos170. 

70. La JS10 y la JS18 indicaron que todavía debían prohibirse las que consideran mal 

llamadas “terapias de conversión”171. En ese sentido, la JS10 recomendó a Colombia que 

adoptara medidas para la erradicación de los esfuerzos de cambio de la orientación sexual, 

expresión e identidad de género172. 
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  Migrantes, refugiados y solicitantes de asilo 

71. En 2022, IACHR destacó positivamente las medidas implementadas por Colombia 

para proteger al alto número de personas migrantes venezolanas, en la relativo a su 

integración, a un Estatuto Temporal de Protección y las facilidades para la nacionalización 

de la niñez migrante173. La JS4 añadió que ese Estatuto Temporal había beneficiado 

exitosamente a más de dos millones y medios de migrantes, sin perjuicio de algunas 

dilaciones174. La JS15 informó que existían barreras para el acceso y permanencia en el 

mercado laboral y en el acceso a la educación de la niñez migrante175. La JS15 le recomendó 

a Colombia que promoviera y garantizara la inclusión laboral de la población migrante y 

refugiada bajo los estándares internacionales y nacionales de derechos humanos176. 

72. A la JS4 le preocupó el considerable aumento de las mal llamadas expulsiones 

“discrecionales” por parte de las autoridades migratorias, sin cumplir con las garantías 

mínimas del debido proceso177. La JS4 le recomendó a Colombia que modificara la normativa 

interna para garantizar que cualquier procedimiento sancionatorio migratorio cuente con las 

garantías mínimas del derecho al debido proceso178. 

73. La JS4 le recomendó a Colombia que estableciera un plazo para decidir las solicitudes 

de determinación de la condición de refugiado179. 

  Desplazados internos 

74. Varias comunicaciones se refirieron al continuo desplazamiento forzado de personas 

originado en los contextos de violencia y por el accionar de grupos armados ilegales que 

operan en varias partes del país180. Por ejemplo, IACHR, la JS12 y la JS16, informaron sobre 

los desplazamientos forzados que habían afectado a comunidades afrocolombianas e 

indígenas181; AEDH y la JS14 a la situación de desplazamiento de mujeres y mujeres 

excombatientes182; la JS10 a los desplazamientos de las personas LGBTIQ+183; la JS11 a los 

desplazamientos de lideres religiosos y principalmente familias cristianas184. La JS7 le 

recomendó a Colombia que realizara acciones de prevención del desplazamiento forzado 

articuladas al escenario local185. 

  Apátridas 

75. La JS4 reconoció que, a los niños nacidos en Colombia, de padres venezolanos que 

vinieron por motivos migratorios y que estaban declarados en riesgo de apatridia, se les había 

reconocido la nacionalidad colombiana por nacimiento a través de la medida temporal 

conocida como Primero Niñez186. La JS4 le recomendó a Colombia que incorporara el 

mecanismo de protección contra la apatridia de manera permanente en la legislación y que lo 

extendiera a todas las nacionalidades187. 

76. La JS12 afirmó que la cedulación de los pueblos indígenas en la frontera territorial 

ostentaba de grandes falencias y que propiciaban situaciones de apatridia188. 

 Notas 
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